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Certiorari procedente 
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Primera Instancia, 
Sala de San Juan 
 
Caso Núm.:  
 
 K DP2016-0272 (801) 
 
Sobre:  
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LAUDO DE 
ARBITRAJE 
 

Panel integrado por su presidenta, la Jueza Fraticelli Torres, el Juez 
Hernández Sánchez y el Juez Ramos Torres 

 
Fraticelli Torres, Jueza Ponente 
 
 

 RESOLUCIÓN 

En San Juan, Puerto Rico a  31 de agosto de 2016. 

 El Estado Libre Asociado de Puerto Rico y la Administración de 

Servicios Generales, por conducto de la Oficina de la Procuradora 

General de Puerto Rico, nos solicitan revisar la resolución emitida por el 
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Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de San Juan, el 9 de junio de 

2016. Por medio del referido dictamen, el foro a quo denegó la moción de 

desestimación presentada por el Estado, bajo el fundamento de falta de 

notificación previa al Secretario de Justicia, conforme lo exige la Ley de 

Pleitos contra el Estado, infra. 

 Luego de evaluar los méritos del recurso de certiorari, considerar 

los argumentos de la parte recurrida y examinar los documentos 

acompañados, resolvemos denegar la expedición del auto discrecional 

solicitado.  

Examinemos los antecedentes fácticos y procesales que 

fundamentan nuestra determinación. 

I. 

 El 24 de septiembre de 2014 la Administración de Servicios 

Generales (ASG) le notificó a la señora Millie Frye Piña (señora Frye 

Piña) una carta de intención de destitución, por haberse ausentado del 

trabajo sin autorización los días 17, 18 y 19 de septiembre de 2014. 

Luego de celebrar la vista informal de rigor, el 21 de marzo de 2015, la 

ASG reiteró a la señora Frye Piña su destitución. Poco tiempo después, el 

10 de abril de 2015, la Office and Professional Employees International 

Union (Unión) presentó, a nombre de la señora Frye Piña, una Solicitud 

de Arbitraje de Quejas y Agravios ante la Comisión Apelativa del Servicio 

Público (CASP), que recibió el número AQ-15-0202, en la que cuestionó 

la medida de destitución impuesta por el patrono. Tras los procedimientos 

de rigor, la CASP determinó que, conforme al convenio colectivo y la 

legislación aplicable, la destitución impuesta por la ASG a la señora Frye 

Piña no estuvo justificada. Mediante el correspondiente laudo, número L-

15-106, la CASP ordenó la reinstalación de la señora Frye Piña al puesto 

de investigadora en la ASG, así como el pago de los salarios, haberes y 

beneficios dejados de percibir desde la fecha de su despido. Inconforme, 

la ASG presentó un recurso de revisión judicial de laudo ante el Tribunal 
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de Primera Instancia, Sala Superior de San Juan, caso número K 

AC2015-0887. 

 Mientras se dilucidaba el reclamo administrativo, el 18 de marzo de 

2016, por los mismos hechos y de modo contingente al proceso 

administrativo, la señora Frye Piña presentó una demanda de daños y 

perjuicios, al amparo del Art. 1802 del Código Civil de Puerto Rico, 31 

L.P.R.A. sec. 2141, contra el Estado Libre Asociado de Puerto Rico 

(ELA), la ASG y algunos de sus funcionarios. Adujo, en síntesis, que la 

ASG debía responderle por el daño ocasionado cuando sus empleados y 

supervisores, de manera negligente, la orientaron erróneamente sobre la 

manera de obtener una licencia sin sueldo. También les imputó 

negligencia por no seguir los procedimientos establecidos en el 

reglamento aplicable y el convenio colectivo al tramitar la solicitud. 

Reclamó, entonces, la suma de $130,000.00 como compensación por los 

daños y perjuicios causados por el despido injustificado, que incluyen la 

pérdida de su empleo, sueldo y beneficios, las dificultades que enfrentó al 

no poder cumplir sus responsabilidades económicas y angustias 

mentales. 

 En respuesta, el 23 de mayo de 2016 el ELA presentó una moción 

de desestimación, por sí y en representación de la ASG, mediante la cual, 

sin someterse a la jurisdicción, solicitó la desestimación de la demanda 

por falta de notificación previa al Estado, conforme al Artículo 2 de la Ley 

Núm. 104 de 29 de junio de 1955, 3 L.P.R.A. sec. 3077, según 

enmendada, conocida como la Ley de Pleitos contra el Estado.  

 Por su parte, el 2 de junio de 2016 la señora Frye Piña se opuso a 

la desestimación. Invocó como justa causa que el Estado, por conducto 

de la ASG, tenía conocimiento personal de los hechos que motivaron este 

caso, pues fue la propia agencia quien la destituyó. Asimismo, planteó 

que la existencia del procedimiento a nivel administrativo implicaba que el 

riesgo de desaparición de la prueba objetiva era mínimo, había 

constancia de la identidad de los testigos y el Estado podía fácilmente 
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corroborar e investigar los hechos, por lo que los propósitos de la ley se 

habían cumplido. Citó en apoyo de su postura lo resuelto en Méndez v. 

Alcalde de Aguadilla, 151 D.P.R. 853 (2000), reiterado en Berríos v. ELA, 

171 D.P.R. 549 (2007).  

El 9 de junio de 2016 el Tribunal de Primera Instancia emitió la 

resolución recurrida, por medio de la cual denegó la moción de 

desestimación. Inconforme con ello, el ELA presentó una moción de 

reconsideración en la que sostuvo que el procedimiento ante la CASP no 

constituye una notificación adecuada, que no existe justa causa para la 

falta de notificación y que no conoce las alegaciones, las reclamaciones, 

ni los testigos de la señora Frye Piña en la acción de daños. 

Luego de que se le denegara su solicitud de reconsideración, el 

ELA acudió ante nos el 27 de julio de 2016, mediante el recurso de 

certiorari que nos ocupa. Formuló los siguientes señalamientos de error al 

Tribunal de Primera Instancia: (1) al dictar la orden recurrida declarando 

No Ha Lugar la solicitud de desestimación a que el requisito de 

notificación al Estado bajo la Ley Núm. 104-1955 [sic], según enmendada, 

32 L.P.R.A. sec. 3077 et seq., conocida como la “Ley de Reclamaciones y 

Pleitos contra el Estado”, no se cumplió en este caso; (2) al negarse a 

desestimar la causa de acción contra el [ELA] y su agencia debido a que 

pende un proceso de revisión judicial para revisar el laudo de arbitraje en 

el que se basó la causa de acción de daños y perjuicios. 

Activamos nuestra jurisdicción discrecional para atender esa 

cuestión, por tratarse de la revisión de la denegatoria de una moción 

dispositiva. Regla 52.1 de Procedimiento Civil de 2009, 32 L.P.R.A. Ap. V, 

R. 52.1.  

Oportunamente, la señora Frye Piña presentó su alegato en 

oposición mediante el cual nos solicitó la confirmación de la resolución 

recurrida. Trabada así la controversia, solo nos corresponde determinar si 

abusó de su discreción el foro de primera instancia al negarse a 

desestimar el caso en contra del ELA.  
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II. 

En la discusión de su primer señalamiento de error, el ELA pide 

que desestimemos la demanda por el incumplimiento del Artículo 2A de la 

Ley de Pleitos contra el Estado, 32 L.P.R.A. sec. 3077a. Sostiene que 

“advino en conocimiento por primera vez de la Demanda cuando fue 

emplazado el 21 de marzo de 2016”.1 Además, apuntó que la señora Frye 

Piña no mostró justa causa para el incumplimiento de la notificación. A su 

entender, en este caso no se dan las circunstancias necesarias para que 

opere la renuncia del Estado a su inmunidad soberana. 

A continuación exponemos el derecho aplicable para resolver la 

cuestión planteada. 

- A - 

 La doctrina de inmunidad soberana impide que el Estado pueda 

ser demandado si no ha dado su consentimiento para ello. Igualmente, 

propone que el Estado no es responsable por los daños que ocasionen 

sus funcionarios, agentes o empleados. Esta doctrina fue incorporada en 

Puerto Rico por fiat judicial. Véanse, Rosaly v. El Pueblo, 16 D.P.R. 508, 

525-526 (1910); Alava e Iturregui v. Pueblo de Puerto Rico, 20 D.P.R. 90, 

91 (1914); El Pueblo v. Neagle, 21 D.P.R. 356, 358 (1914).   

Respecto al Estado Libre Asociado de Puerto Rico, la Asamblea 

Legislativa aprobó la Ley de Reclamaciones y Demandas contra el 

Estado, Ley Núm. 104 de 29 de junio de 1955, lo que constituyó una 

renuncia expresa y más amplia a la inmunidad soberana del ELA. 

Mediante la Ley de Pleitos contra el Estado, el ELA renunció parcialmente 

a su inmunidad y autorizó a ser demandado por daños y perjuicios por 

actos u omisiones culposas o negligentes de cualquier funcionario, agente 

o empleado del Estado, o cualquier persona actuando en su capacidad 

oficial y dentro del marco de sus funciones. 32 L.P.R.A. sec. 3077. Véase, 

García v. E.L.A., 146 D.P.R. 725, 735 (1998); Sánchez Soto v. E.L.A., 128 

D.P.R. 497, 501 (1991). Claro está, mediante la Ley Núm. 104 no se 

                                                 
1
 Recurso de Certiorari, pág. 9. 
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pretendía conceder autorización ilimitada para demandar al Estado. Lejos 

de eso, el estatuto estableció un límite a la cuantía compensable que se 

le podía imponer. Además, entre otras limitaciones, la Ley 104 se 

enmendó mediante la Ley Núm. 121 de 24 de junio de 1966 para imponer 

el requisito de la previa notificación de la intención de demandar al 

Secretario de Justicia. 32 L.P.R.A. sec. 3077a.   

El Tribunal Supremo de Puerto Rico, al interpretar la Ley 104, 

expresó que “el Estado puede limitar su responsabilidad civil al dar su 

consentimiento para ser demandado si dicha limitación guarda un justo 

balance entre el interés privado y el legítimo interés del Estado en 

proteger los recursos públicos y se provee igualdad en el acceso a la 

fuente de compensación”. Defendini Collazo et. al. v. E.L.A., Cotto, 134 

D.P.R. 28, 55 (1993); Torres v. Castillo Alicea, 111 D.P.R. 792, 800 

(1981). Como indicamos, la renuncia parcial a la inmunidad del ELA está 

acompañada de limitaciones y salvaguardas procesales que rigen la 

forma en la que cualquier perjudicado puede reclamar indemnización del 

soberano por actos que le sean imputables directa o vicariamente. Berríos 

Román v. E.L.A., 171 D.P.R. 549, 556 (2007).   

En lo pertinente, el Artículo 2A de la Ley de Pleitos contra el Estado 

dispone como sigue:     

Toda persona que tenga reclamaciones de cualquier clase 
contra el Estado Libre Asociado de Puerto Rico, por daños a la 
persona o a la propiedad, causados por culpa o negligencia de 
dicho Estado, deberá presentar al Secretario de Justicia una 
notificación escrita haciendo constar; en forma clara y concisa, la 
fecha, sitio, causa y naturaleza general del daño sufrido, los 
nombres y direcciones de sus testigos, y la dirección del 
reclamante, así como el sitio donde recibió tratamiento médico en 
primera instancia.     

Dicha notificación se entregará al Secretario de Justicia 
remitiéndola por correo certificado, o por diligenciamiento 
personal, o en cualquier otra forma fehaciente reconocida en 
derecho.     

La referida notificación escrita se presentará al Secretario 
de Justicia dentro de los noventa (90) días siguientes a la fecha 
en que el reclamante tuvo conocimiento de los daños que 
reclama. Si el reclamante estuviere mental o físicamente 
imposibilitado para hacer dicha notificación dentro del término 
prescrito, no quedará sujeto a la limitación anteriormente 
dispuesta, viniendo obligado a hacer la referida notificación dentro 
de los treinta (30) días siguientes a la fecha en que cese la 
incapacidad.     

Si el perjudicado fuere un menor de edad, o fuere persona 
sujeta a tutela, la persona que ejerza la patria potestad o la 
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custodia del menor, o el tutor, según fuere el caso, vendrá 
obligado a notificar la reclamación dentro de los noventa (90) días 
siguientes a la fecha en que tuvo conocimiento de los daños que 
reclama. Lo anterior no será obstáculo para que el menor, o la 
persona sujeta a tutela, haga la referida notificación, dentro del 
término prescrito, a su propia iniciativa, si quien ejerce la patria 
potestad o custodia, o tutela, no lo hiciere.     

No podrá iniciarse acción judicial de clase alguna contra el 
Estado Libre Asociado de Puerto Rico por daños causados por la 
culpa o negligencia de aquél, si no se hubiese efectuado la 
notificación escrita en la forma y manera y dentro de los plazos 
prescritos en esta sección, a menos que no haya mediado justa 
causa para ello.  Esta disposición no será aplicable a los casos en 
que la responsabilidad del Estado esté cubierta por una póliza de 
seguro.     

Esta sección no modificará en forma alguna, para aquellos 
reclamantes que cumplan con sus disposiciones, el término 
prescriptivo fijado por la sec. 5298 del Título 31.   

 
32 L.P.R.A. sec. 3077a.  Énfasis nuestro. 

El estatuto dispone además que la notificación sea por escrito, 

“haciendo constar; en forma clara y concisa, la fecha, sitio, causa y 

naturaleza general del daño sufrido, los nombres y direcciones de sus 

testigos, y la dirección del reclamante, así como el sitio donde recibió 

tratamiento médico en primera instancia”. Además, establece un término 

de noventa (90) días, a partir del momento en el que el reclamante tenga 

conocimiento de los daños, para efectuar dicha notificación. 32 L.P.R.A. 

sec. 3077a(b). Solo a manera de excepción, si el reclamante se encuentra 

mental o físicamente imposibilitado dentro de dicho término, este 

comenzará a discurrir cuando cese la incapacidad.   

La jurisprudencia del Tribunal Supremo de Puerto Rico ha 

reconocido que el objetivo principal del requisito de notificación al ELA es 

advertirle de una potencial reclamación en su contra, de manera que 

pueda activar sus recursos investigativos para evitar que los testigos y la 

prueba objetiva puedan desaparecer, evadiendo además su estado de 

indefensión ante una demanda tardía. Romero Arroyo v. E.L.A., 127 

D.P.R. 724, 734 (1991). Entre otros propósitos de esa notificación previa 

se encuentran: (1) proporcionar al Estado la oportunidad de investigar los 

hechos que dan origen a la reclamación; (2) desalentar las reclamaciones 

infundadas; (3) propiciar un pronto arreglo de las mismas; (4) permitir la 

inspección inmediata del lugar del accidente antes de que ocurran 

cambios; (5) descubrir el nombre de las personas que tienen 
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conocimiento de los hechos; (6) advertir a las autoridades municipales de 

la existencia de una reclamación para que provea la reserva necesaria en 

el presupuesto anual; y (7) mitigar el importe de los daños sufridos 

mediante oportuna intervención ofreciendo tratamiento médico adecuado 

y proporcionando facilidades para hospitalizar al perjudicado. Zambrana 

Maldonado v. E.L.A., 129 D.P.R. 740, 755 (1992); Mangual v. Tribunal 

Superior, 88 D.P.R. 491, 494 (1963).   

Aunque como norma general los tribunales deben aplicar de forma 

rigurosa el requisito de notificación, la jurisprudencia ha reconocido que 

no se trata de un requisito jurisdiccional, sino de cumplimiento estricto, 

sujeto a observancia tardía por justa causa o en ciertas y limitadas 

excepciones. Por lo tanto, cuando exista justa causa se puede prescindir 

de la aplicación de la norma de notificación, lo que libera al tribunal de un 

automatismo dictado por el calendario y salva su facultad fundamental 

para conocer el caso y proveer justicia, según lo ameriten las 

circunstancias. Loperena v. E.L.A., 106 D.P.R. 357, 359-360 (1977).   

Por otro lado, el Tribunal Supremo de Puerto Rico, también ha 

reconocido excepciones al requisito de la notificación al ELA y los 

municipios en atención a los hechos particulares de cada caso, de modo 

que el tribunal pueda conocer el caso y proveer justicia. Por ejemplo, 

cuando el daño o la negligencia la cometió el mismo funcionario a quien 

se tiene que dirigir la notificación. Acevedo v. Mun. de Aguadilla, 153 

D.P.R. 788, 801 (2001), siguiendo la norma de Méndez et al. v. Alcalde de 

Aguadilla, 151 D.P.R. 853, 863 (2000), y Romero Arroyo v. E.L.A., 127 

D.P.R., en la pág. 736. También se ha excusado del requisito cuando el 

emplazamiento de la demanda ocurre dentro del término de 90 días 

provisto para la notificación, Passalacqua v. Mun. de San Juan, 116 

D.P.R. 618, 631-632 (1985); cuando la tardanza en la notificación no se 

puede imputar al demandante, Rivera de Vincenti v. E.L.A., 108 D.P.R. 

64, 69-70 (1978); y, por último, cuando el riesgo de que desaparezca la 

prueba objetiva es mínimo, y el Estado puede investigar y corroborar los 
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hechos con facilidad. Berríos Román v. E.L.A., 171 D.P.R., en la pág. 

560.   

El Tribunal Supremo, sin embargo, siempre ha dejado claro que la 

intención de esta excepción “no ha sido la de dejar sin efecto un requisito 

que el legislador puertorriqueño claramente ha insistido en que debe 

cumplirse, sino aplicarlo a los casos en los que propiamente debe 

aplicarse, sin rigorismos desmedidos”. López v. Autoridad de Carreteras, 

133 D.P.R. 243, 252 (1993). Es decir, aunque “se ha reconocido su 

validez […] solo se ha eximido al reclamante de notificar al Estado cuando 

dicho requisito no cumpla con los propósitos y objetivos de la ley, y 

cuando jurídicamente no se justifica aplicarlo a las circunstancias de cada 

caso en particular, ya que no fue para ellas que se adoptó”.  Berríos v. 

E.L.A., 171 D.P.R. en la pág. 562 (subrayado nuestro).   

Recientemente el Tribunal Supremo de Puerto Rico se volvió a 

expresar sobre este requisito en Rosario Mercado v. ELA, 189 D.P.R. 561 

(2013) y reiteró lo resuelto —mediante sentencia— en ELA v. Martínez 

Zayas, 188 D.P.R. 749 (2013). En esa ocasión el Tribunal Supremo aclaró 

que en nuestra jurisdicción todo demandante tiene que explicar la 

tardanza en notificar al Estado, conforme lo establece el Art. 2A de la Ley 

de Reclamaciones y Demandas contra el Estado. Al así resolver, el alto 

foro concluyó que el hecho de que una persona se encuentre recluida 

bajo la custodia del Estado en una institución carcelaria, no constituye de 

por sí y automáticamente la justa causa que exige la ley para eximir del 

requisito de notificación. No obstante, el alto foro sigue reconociendo que 

“hay circunstancias en las que los confinados, como cualquier otro 

demandante, pueden demostrar que hubo una justa causa para notificar 

tardíamente, de acuerdo a las realidades particulares de cada caso”. 

Rosario Mercado v. ELA, 189 D.P.R., en la pág. 573 (subrayado nuestro). 

- B - 

En este caso, es un hecho incontrovertido que la señora Frye Piña 

no le cursó la notificación previa al Secretario de Justicia dentro de los 
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noventa (90) días siguientes a la fecha en que advino en conocimiento de 

su destitución, el 21 de marzo de 2015, según lo exige el Art. 2A de la Ley 

de Pleitos contra el Estado, supra. No obstante, la controversia ante 

nuestra consideración es si existe algún fundamento en derecho por la 

que el Tribunal de Primera Instancia pudiera eximir a la señora Frye Piña 

del cumplimiento del requisito y denegar la moción de desestimación 

presentada por el ELA, como en efecto lo hizo.  

Se ha definido la discreción judicial como “el poder para decidir en 

una u otra forma, esto es, para escoger entre uno o varios cursos de 

acción” [;] “es una forma de razonabilidad aplicada al discernimiento 

judicial para llegar a una conclusión justiciera”. Véanse, Pueblo v. Colón 

Mendoza, 149 D.P.R. 630, 637 (1999); Pueblo v. Ortega Santiago, 125 

D.P.R. 203, 211 (1990). Tal conclusión debe estar avalada por el 

convencimiento del juzgador de que la decisión tomada se sostiene en el 

estado de derecho aplicable a la cuestión planteada. Ese ejercicio 

constituye “la razonabilidad” de la sana discreción judicial. Negrón v. Srio. 

de Justicia, 154 D.P.R. 79, 91 (2001); Pueblo v. Sánchez González, 90 

D.P.R. 197, 200 (1964).     

La alegación del ELA de que se enteró por vez primera de los 

hechos alegados en la demanda mediante el emplazamiento y que no 

conoce las identidades de los posibles testigos para defenderse de la 

reclamación no es suficiente para derrotar la discreción ejercida por el 

tribunal. Al respecto, basta señalar que toda la información del caso está 

en manos del Estado, pues el patrono a quien se le imputa 

responsabilidad por el alegado despido intencional es la ASG, una 

agencia del Estado. Asimismo, el foro administrativo que adjudicó la 

apelación de la destitución fue la CASP, otro órgano del ejecutivo. Así 

pues, se configura al menos una de las excepciones reconocidas en 

nuestra jurisprudencia para eximir a una parte del requisito de notificación 

previa, ello es, cuando el riesgo de que desaparezca la prueba objetiva es 
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mínimo, y el Estado puede investigar y corroborar los hechos con 

facilidad.  

A modo de ejemplo, resaltamos que en Meléndez Gutiérrez v. 

E.L.A., 113 D.P.R. 811 (1983), el Tribunal Supremo de Puerto Rico 

resolvió que en los casos de impericia médica contra el Estado, los 

riesgos de que la prueba objetiva desaparezca son mínimos. Además, de 

ordinario, en este tipo de caso hay constancia de la identidad de los 

testigos y el Estado puede fácilmente investigar y corroborar los hechos 

alegados en la demanda. Lo mismo ocurre cuando analizamos los hechos 

alegados en este caso, pues en la acción instada por la señora Frye Piña 

se reclaman unos daños al amparo del Art. 1802 del Código Civil de 

Puerto Rico, que, tomados como ciertos, están íntimamente ligados a la 

relación obrero patronal que existe entre las partes, lo que presupone que 

el Estado tiene en sus expedientes toda la información necesaria para 

defenderse de la reclamación.  

Ahora bien, luego de analizar la totalidad de las circunstancias del 

pleito, resolvemos que la decisión recurrida se ajusta a derecho por ese y 

por otro fundamento relativo a la naturaleza de la reclamación. Esta tiene 

como base el supuesto despido ilegal o injustificado de una empleada 

pública porque sus supervisores no ejercieron sus funciones de manera 

competente y diligente. Es decir, además de configurarse la situación 

excepcional que permite retrasar o preterir la notificación al Secretario de 

Justicia, porque la prueba que necesita la señora Frye Piña para 

presentar su caso está en manos del Estado, que era su patrono, lo cierto 

es que la previa relación laboral existente entre ella y el Estado hace 

innecesaria la notificación de la causa de acción torticera que genera la 

alegada terminación ilegal o injustificada de esa relación, por actos 

atribuibles al patrono gubernamental.  

De manera análoga, el Tribunal Supremo ha expresado que el 

requisito de notificación previa de noventa (90) días en contra de un 

municipio no es de aplicación cuando se trata de una reclamación 
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contractual. Dicha norma jurisprudencial establece que “ni del lenguaje 

usado en ese artículo ni de su historial legislativo se deduce que esa 

hubiera sido la intención del legislador”. Por el contrario hay indicaciones 

convincentes de que tales disposiciones se incorporaron a la ley especial 

“para aplicarse a aquellas reclamaciones de daños y perjuicios ex delictu 

que nacen de los Arts. 1802 y 1803 del Código Civil”. Rosario Quiñones v. 

Mun. de Ponce, 92 D.P.R. 586, 591, 593 (1965). Y eso es así aunque en 

el quebrantamiento de un contrato medie acción torticera del Estado o de 

la corporación municipal, que son los únicos destinatarios de la aludida 

notificación. Ese hecho no convierte la acción del reclamante de daños y 

perjuicios en una acción torticera que requiera del demandante la 

notificación previa por escrito al jefe ejecutivo del municipio o al Secretario 

de Justicia. Id., 92 D.P.R., en la pág. 591.  

Igual análisis se impone en este caso. Al concluir que no se 

requiere previa notificación al Estado cuando la causa de acción surge de 

una relación laboral previa, tenemos presente que el propósito de la Ley 

de Pleitos contra el Estado quedó esencialmente cumplido cuando ya 

existe entre las partes una reclamación laboral en el ámbito 

administrativo. De un lado, este es el tipo de caso en el que casi toda la 

prueba documental y testifical que el ELA necesita para defenderse de la 

reclamación está a su alcance, como patrono. De otro lado, cuando el 

ente adjudicador administrativo no tiene facultad para conceder los daños 

sufridos y reclamados por una empleada pública, por causa de su despido 

ilegal, la acción civil por la vía judicial es la secuela esperada e inevitable 

de ese proceso, de resultar la empleada pública victoriosa en el cauce 

administrativo. Y es de esperarse que ambos procesos comiencen casi 

simultáneamente, precisamente para evitar la prescripción de la 

reclamación de daños, cuyo plazo es de apenas un año desde que se 

conoció el despido. Además, en estos casos, por el interés en juego —la 

privación de la fuente de ingreso de una empleada pública por alegado 

despido ilegal— la atención jurídica se centra en garantizarle a ella su 
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debido proceso de ley ante la autoridad nominadora, desde el inicio de la 

notificación de cargos hasta la adjudicación formal, no a la inversa.2  

Siendo ello así, la decisión recurrida es esencialmente correcta, por 

lo que no es necesaria nuestra intervención revisora sobre ese juicio, 

conforme los criterios establecidos en la Regla 40 del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, 4 L.P.R.A. Ap. XXII-B, R. 40. 

III. 

En su segundo señalamiento de error, el ELA plantea que la 

demanda debe ser desestimada porque por los mismos hechos pende un 

recurso de revisión judicial del laudo de arbitraje en el caso K 

AC201500887. Según su parecer, la demanda debe desestimarse hasta 

que el mencionado procedimiento termine, o, en la alternativa, procede 

que ordenemos la paralización de los procedimientos en el caso de autos 

hasta que finalice el procedimiento paralelo.  

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha expresado que en casos de 

acciones simultáneas ante el foro administrativo y el judicial, la mejor 

práctica es suspender la acción judicial hasta que el dictamen 

administrativo advenga final y firme. Cintrón v. E.L.A., 127 D.P.R. 582, 

595 (1990), que sigue lo pautado en Delgado v. Fernández, 121 D.P.R. 

347, 359 n. 7 (1990).3 La propuesta alterna del ELA no es, pues, 

festinada. Tiene apoyo en la doctrina legal sentada sobre ese particular. 

                                                 
2
 Cuando se trata de la suspensión de empleo y sueldo de un empleado de carrera, 

desde Cleveland Bd. of Educ. v. Loudermill, 470 U.S. 532 (1985), el Tribunal Supremo 
de Estados Unidos reconoció que el proceso de ley debido a ese empleado exige, 
como requisito mínimo, que la agencia celebre al menos una vista informal en la que el 
empleado pueda conocer y defenderse de los cargos o faltas que se le imputan antes 
de ser suspendido o despedido de su puesto de trabajo. Luego tiene derecho a una 
vista formal en la que pueda presentar prueba a su favor y enfrentar la del patrono, 
antes de que sea efectiva la sanción anunciada. Esa doctrina fue acogida por el 
Tribunal Supremo de Puerto Rico y es la norma sentada en nuestra jurisdicción. 
Véanse, como precedentes a Díaz Martínez v. Policía de P.R., 134 D.P.R. 144 (1993); 
Quiles Rodríguez v. Supte. Policía, 139 D.P.R. 272 (1995), Garriga Villanueva v. Mun. 
de San Juan, 176 D.P.R. 182 (2009).  

3
 Dice la nota número 7 de esta opinión: 

(7) En instancias en que un litigante acuda simultáneamente al foro judicial y 
administrativo, o que las doctrinas sobre jurisdicción primaria o de agotamiento de 
remedios administrativos aconsejen o hagan imperativo remitir en caso a la 
agencia administrativa correspondiente y además se reclamen daños y perjuicios- 
la mejor práctica es suspender la acción judicial para que una vez advenga final y 
firme el dictamen administrativo, se resuelva si proceden los daños reclamados. 
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Sin duda, en este litigio hay activos dos procesos adjudicativos. Por 

un lado, el que se desarrolla en el cauce administrativo, hasta que el 

laudo advenga final y firme. Por el otro, la reclamación indemnizatoria al 

amparo del Art. 1802 del Código Civil de Puerto Rico, cuya adjudicación 

corresponde únicamente al foro judicial. Esta última reclamación, objeto 

del recurso que nos ocupa, parece depender del desenlace del proceso 

administrativo en curso. Ante este panorama, el foro judicial, a petición de 

parte o sua sponte, en el uso de su más sana discreción, puede 

suspender el pleito de daños y perjuicios por despido ilegal hasta que se 

adjudique finalmente la validez de la medida disciplinaria impuesta por el 

patrono, pero no puede desestimarlo de antemano porque, efectivamente, 

tal desestimación podría provocar que la apelante pierda su reclamo, por 

el mero transcurrir del tiempo. Cintrón v. E.L.A., 127 D.P.R., pág. 595; 

Delgado v. Fernández, 121 D.P.R., pág. 359 n. 7. 

Examinado el expediente en su totalidad, sin embargo, nos 

percatamos de que el ELA no solicitó al Tribunal de Primera Instancia el 

remedio de la paralización del caso de daños. Lo solicitó por vez primera 

en el recurso de certiorari de autos. Tanto su moción de desestimación, 

como la moción de reconsideración, estuvieron basadas única y 

exclusivamente en el incumplimiento del Art. 2A de la Ley de Pleitos 

contra el Estado, supra. Es imperativo recordar que los tribunales 

apelativos debemos abstenernos de adjudicar cuestiones no planteadas 

ante el foro revisado. Trabal Morales v. Ruiz Rodríguez, 125 D.P.R. 340, 

351 (1990); Misión Ind. P.R. v. J.P., 146 D.P.R. 64, 145 (1998); Abengoa, 

S.A. v. American Intl. Ins., 176 D.P.R. 512, 526 (2009). Corresponde al 

Tribunal de Primera Instancia considerar la petición de paralización y 

resolver de conformidad, según las alegaciones del caso. 

IV. 

Por los fundamentos anteriormente expuestos, se deniega la 

expedición del auto de certiorari presentado por el Estado Libre Asociado 

de Puerto Rico.  
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Así lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
   Dimarie Alicea Lozada 

       Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


